Exposición completa de la Edil María de los Ángeles Cruz. 

En virtud de algunas expresiones vertidas acerca del proceso de regularización de viviendas de interés social que viene llevando adelante el Gobierno Departamental, se estima conveniente realizar algunas precisiones a fin de informar a la ciudadanía acerca de dicho proceso, aportando datos que ilustran al respecto.

Al asumir el Frente Amplio el Gobierno departamental, se constató que muchos de los ocupantes de las viviendas de interés social no eran los adjudicatarios originales, sino que habían ingresado a las mismas a través de la compra, otros eran intrusos, inquilinos, cuidadores, e incluso algunos habían ingresado con autorización de la administración por un plazo de 90 días, aunque para ese entonces ya habían pasado varios años.

Muchas de las mencionadas irregularidades estaban en conocimiento de la anterior administración, incluso había propiciado muchas de ellas, lo que a la postre derivaría en sumarios administrativos y en algunos casos en procesamientos de los funcionarios involucrados en maniobras delictivas que todos conocemos.

Cientos de expedientes aguardaban para ser estudiados y adecuar la realidad social y económica a la jurídica.

El instrumento fundamental para realizar dicha tarea fue y continúa siendo el Decreto 3817/06, que junto con sus resoluciones reglamentarias y diversas normas de rango legal y constitucional proveen del marco normativo que encuadra dicha tarea.

Los ocupantes irregulares que reunían las condiciones establecidas en dicho Decreto, pudieron regularizar su situación ocupacional y acceder a la firma de un compromiso de compraventa que implica un régimen sumamente beneficioso y accesible para el beneficiario.

En efecto, además de ser una herramienta que permite sanear situaciones irregulares y elevarlas al rango contractual, dicho mecanismo permite al promitente comprador ser propietario de su vivienda mediante el pago de 120 cuotas (diez años) que oscilan entre los 1700 y los 2500 pesos mensuales (o montos inferiores aún en los casos de aquellos vecinos que ya habían efectuado pagos).
Se prevé a su vez que para el caso debidamente justificado de no poder hacer frente al pago de dicha cuota se podrá solicitar quitas o esperas que son efectivamente concedidas por el Tribunal que funciona y se reúne periódicamente a tales efectos.

Asimismo, el mecanismo de subsidio a la cuota de hasta un 80% también se viene implementando, existiendo actualmente promitentes compradores que abonan apenas 500 pesos por tal concepto.

Para los buenos pagadores, existe una bonificación del 6%, por lo cual muchos vecinos realizan el esfuerzo para poder acceder a ella.

La flexibilidad y beneficios de este mecanismo hizo que no solo muchos ocupantes solicitaran adherirse al mencionado decreto, sino que en poco tiempo, muchos promitentes compradores originales también solicitaron hacerlo, y en muchos casos habiendo cancelado el precio con solo incorporarse el régimen del Dcto.3817/06, escriturando consecuentemente su vivienda. Vale recordar que el citado Dcto.3817/06 es una opción del vecino que se encuentra en situación regular, no es una obligación, y de hecho existen vecinos que cancelaron su precio por la anterior promesa de compraventa. 

En efecto, el valor de tasación del inmueble es mucho menor que el original (las tasaciones se realizan sobre la tipología original, y no sobre las construcciones realizadas por los ocupantes), se computan los pagos ya efectuados, así como los realizados por concepto de contribución inmobiliaria, se eleva de 4 a 6 cuotas por concepto de deuda a las causales de rescisión, y el reajuste se realiza por IPC a diferencia del Indice Medio de Salarios previsto originalmente (que serían aumentos superiores). 

Se procedió además a regularizar la situación de los comercios existentes en dichos padrones, introduciendo el concepto de vivienda productiva, y logrando que una actividad que en principio no estaba permitida pudiera ser realizada a través de la inscripción de dichos comercios en su gran mayoría como monotributistas Mides.

Se implementaron además políticas de género, al advertir que las administraciones anteriores citaban únicamente a los hombres al momento de firmar las promesas de compraventa. Actualmente, concubinas y concubinos están siendo citados para dicha firma, reconociéndose los mismos derechos y obligaciones.

En mérito de lo reseñado, y luego de un arduo trabajo que se viene realizando a partir del estudio caso a caso, con el invalorable apoyo de funcionarios y técnicos de la Intendencia Departamental de Maldonado, se llevan firmados al 1/9/2014 sobre un total de 1250 padrones de Cerro Pelado, 717 compromisos de compraventa al amparo del Decreto 3817/06. 44 familias cancelaron el precio por el Decreto 3817/06 y hoy son propietarias de sus viviendas. 82 padrones cancelaron por el sistema anterior, existen 89 compromisos para firmar y 39 arrendamientos, totalizando un sub total de 971 padrones.

Pero este mencanismo no es exclusivo de Cerro Pelado.

En Los Olivos, sobre un total de 162 padrones, hemos firmado 62 compromisos de compraventa, están próximos a firmar 61 y existen 15 en trámite, haciendo un sub total de 138.

En el Barrio Sur de San Carlos, donde hacía 20 años se aguardaba la firma de un documento que sacara de la precariedad documental a los vecinos, se firmaron 15 compromisos de compraventa, estando en trámite 5 que aguardan para ser firmados.

Y este instrumento permitirá regularizar otras situaciones como las de Cuñetti, Barrio La Estación de Pan de Azúcar, Aníbal Amorín de San Carlos, entre otras que llevan años aguardando una solución.

Explicado a grandes rasgos como se trabaja a través de este mecanismo de regularización, queda a consideración de ustedes la valoración del proyecto de decreto presentado en la pasada sesión de la Junta Departamental, el cual nos parece una mala –muy mala- copia del Decreto vigente. 

En efecto, consideramos que el mismo refleja un total desconocimiento de la normativa y de la aplicación de la misma en los casos concretos. Contiene una serie de ilegalidades e inconstitucionalidades manifiestas, y no contribuye en nada a la mejora del sistema vigente.

Lamentablemente parece venir a dar respuesta a inquietudes de vecinos que no son representativos del colectivo, ni son parte de comisiones debidamente constituidas, sino que por el contrario, manejan intereses particulares e inducen en error a quienes sin verificar sus dichos, se hacen eco de sus palabras. 

Por lo tanto invitamos por este medio a todos los legisladores departamentales a interiorizarse acerca de la normativa vigente, su aplicación a cada uno de los casos concretos, para luego formar una opinión al respecto.

Recordemos que dada la operativa que a diario se estaba constatando, se ha realizado una exhaustiva campaña de concientización  dirigida a la población, advirtiendo a la misma que las viviendas de interés social no son negociables, esto es, no pueden ser enajenadas, arrendadas o cedidas a ningún título, so pena de rescindir el correspondiente compromiso de compraventa y con el consiguiente inicio de las acciones judiciales. 

En el marco de dicha campaña, y con la colaboración de los vecinos, ha disminuido notoriamente este tipo de prácticas. Se previno que las operaciones efectuadas en este sentido no obligan a la Administración y son inoponibles a la misma, alertando a  aquellos vecinos que se ven estafados en su buena fe al ser parte en las mencionadas transacciones, siendo pasibles de la pérdida de importantes sumas de dinero, las que constituyen en muchos casos el ahorro de toda una vida.

Hoy ya no hablamos de incautos, sino de aquellos que a sabiendas, y pensando que “no pasa nada” continúan realizando este tipo de transacciones.

Es por esto que el intendente departamental dispuso la creación de un registro de infractores, en el cual se incluye a aquellos que han obtenido un lucro indebido por tales transacciones, a efectos de que no puedan ser beneficiarios de viviendas sociales, sin perjuicio de las acciones penales que correspondieren en cada caso.

Este proceso de trabajo tiene como fin último la toma de conciencia de los vecinos de la responsabilidad social que apareja ser sujeto de derechos y obligaciones de quienes demandan soluciones habitacionales.

Las acciones realizadas se enmarcan en un proceso de legalidad y responsabilidad que como funcionarios públicos detentamos, y en la clara conciencia de la aplicación de políticas de estado que contribuyen a largo plazo a la aplicación de la primacía del interés general por sobre los intereses individuales. 

Debemos dar respuesta a aquellos que con sacrificio y esfuerzo asumen sus obligaciones y no trabajar para los que especulan en año electoral, infundiendo temores injustificados entre los vecinos. 
La claridad en los procedimientos que son ajustados a derecho, y la no pérdida de vista del fin último nos llevan a seguir en este camino, y a continuar con actuaciones que muchas veces cuesta llevar adelante, pero sobre las cuales tenemos el gran convencimiento que contribuyen a desestimular prácticas que hasta la llegada del Frente Amplio al gobierno eran habituales y cuya inacción y desinterés por parte de aquellas administraciones llevaban a la creencia de que constituían la normalidad, y no eran pasibles de sanción.

El acceso a la vivienda de interés social no es mercancía electoral. El trato digno a las personas todas, pero más aún de aquellas menos privilegiadas, debería impedir, por conciencia, los vulgares actos demagógicos por aquellos que se hacen eco, por mero interés electoral, de situaciones sociales complejas por las que nunca se interesan, hasta que llegan las instancias electorales, y por las que seguramente tampoco se interesarán en el futuro una vez pasen estas. Tampoco es justo el trato igualitario entre aquellos que realizan esfuerzos en cumplir con sus obligaciones con los que no cumplen por puro capricho y basados en esas falsas expectativas que se les generan. No es lo mismo cumplir que no cumplir, y el Frente Amplio estimula y premia el cumplimiento de aquellos que con esfuerzo y sacrificio asumen sus compromisos sin entrar en el campo especulativo.-

